18 de agosto de 2005.-
Señor Jefe de Gobierno

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Dr. Aníbal Ibarra
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/
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Ref.: Sistema de Seguridad Social para Abogados

De mi consideración: 


Me dirijo a Ud. en mi carácter de presidente del Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires a los efectos de informarle que la institución que presido ha tomado conocimiento de la decisión del Boletín Oficial de la Ciudad de Buenos Aires de no publicar la reglamentación de la ley 1181, al menos en forma temporaria. Ello, toda vez que la misma fue dictada por la asamblea de la Caja de Seguridad Social para Abogados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (“CASSABA”), lo que en principio infringiría el artículo 102 de la Constitución local, que establece que es el Jefe de Gobierno de la ciudad quien debe reglamentar las leyes.


Pongo en su conocimiento que la institución que presido coincide plenamente con la postura adoptada por el Boletín Oficial, entendiendo que la reglamentación cuya publicación se pretende resulta un acto jurídico inválido por no haber sido dictado por el único órgano con facultad suficiente para ello.

.


El artículo 102 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establece que es el Jefe de Gobierno quien aplica las normas y participa en la formación de las leyes a través de su reglamentación, la que no puede alterar su espíritu y su ejecución en igual modo.


De hecho, el Poder Ejecutivo de la ciudad ya ha ejercido su facultad reglamentaria respecto de la ley 1181, a través del decreto 2046/GCABA/04 del 9 de noviembre de 2004, que tuvo por objeto aprobar la reglamentación de los artículos 78 y 139 de la norma mencionada. En su artículo 2 el decreto aludido requirió a las autoridades de CASSABA y del Colegio Público de Abogados de la Capital Federal que acercasen a la Secretaría de Justicia y Seguridad Urbana las propuestas para la reglamentación del resto del articulado de la ley 1181.


Por otra parte, la asamblea de CASSABA carece de facultades reglamentarias. Ninguno de los incisos del artículo 120 de la ley 1181 que prevé las atribuciones del organismo la menciona. La ley sólo dispone, en su artículo 131, que son deberes y atribuciones del directorio de CASSABA proyectar las modificaciones de la ley o su reglamentación para someterlas a consideración de la asamblea. Es ésta la única mención que la ley 1181 hace sobre la participación de CASSABA en el trámite de reglamentación de la ley.


A mayor abundamiento, toda vez que CASSABA es una persona jurídica de carácter público no estatal, carece de potestad de imperio, no constituyendo las decisiones que dictan sus órganos actos administrativos. Ello refuerza su falta de competencia para reglamentar leyes, pues ellas se reglamentan por actos administrativos, como son los reglamentos de ejecución o ejecutivos.


En relación con el contenido de la reglamentación cuya publicación se pretende, la institución que presido entiende que el artículo 5 es inconstitucional, toda vez que infringe el espíritu y la letra de la norma de jerarquía superior a la que pretende reglamentar.


El referido artículo 5 de la reglamentación desnaturaliza las dos excepciones que la ley establece al sistema que ella misma crea: (i) la de aquéllos abogados que se encuentran obligatoriamente afiliados a otra caja profesional para abogados, en tanto continúen cotizando a dicho régimen, y (ii) la de los abogados recién recibidos, siempre que manifiesten su voluntad de optar por otra caja profesional para abogados.


La primera de las excepciones queda anulada, toda vez que la reglamentación establece que los profesionales incluidos en dicho supuesto sólo se encuentran eximidos de abonar el Aporte Mínimo Anual Obligatorio (AMAO), pero no de efectuar los aportes previstos por el artículo 62, incisos 1 y 4 de la ley (5% sobre los honorarios percibidos y pago del derecho fijo o lex previsional).


El sistema establecido por la reglamentación es inequitativo y confiscatorio, pues obliga a quienes han efectuado la opción por otra caja previsional a realizar aportes a CASSABA, es decir que deben realizar un doble aporte previsional originado en la misma actividad. Ello se ve agravado por cuanto según la reglamentación,
 no tienen derecho a las prestaciones del régimen excepto que sus aportes alcancen el mínimo previsto en la ley, caso en el cual, se les computarán los años de servicio.


Asimismo, la reglamentación cuya publicación CASSABA pretende implica una violación al principio de reserva tributaria, en tanto modifica el ámbito personal del hecho imponible de la contribución, extendiendo la aplicación del régimen a sujetos expresamente excluidos por la ley, facultad que sólo asiste al poder legislativo, por mandato constitucional.


De la manera descripta, la asamblea de CASSABA ha pretendido incluir en su régimen a profesionales que fueron expresamente excluidos por el legislador, lo que se traduce en una violación del texto de la ley –segundo párrafo del artículo 5- y de su espíritu, por cuanto el régimen en ella estatuido fue diseñado para ser aplicable y beneficiar a sujetos que no están obligatoriamente afiliados a otra Caja Profesional para Abogados. En otros términos, el legislador tuvo en miras que los profesionales estén afiliados a una caja previsional y no a dos, como pretende la reglamentación.


La contradicción entre el texto de la ley y el de la reglamentación también queda reflejado en la definición que la misma realiza de lo que la ley llama “profesionales recién recibidos”. 


El artículo 5 de la ley 1181 exceptúa del régimen a los abogados recién recibidos si ejercen la opción por otra caja profesional para abogados dentro de los 90 días de la iniciación de su actividad.


La reglamentación define a los profesionales recién recibidos como aquéllos que finalizaron sus estudios de abogacía o procuración antes del 2 de diciembre de 2003 y que no obtuvieron el título antes del 1 de enero de 2005. Es decir que, según este texto, ningún profesional recibido con posterioridad al 2 de diciembre de 2003 ingresaría en la categoría de “recién recibido”.


Siguiendo este criterio, ningún abogado recibido con posterioridad al 2 de diciembre de 2003 que se matriculare en la ciudad autónoma de Buenos Aires tendría derecho a ejercer la opción por otra caja profesional. Ello cercena irrazonablemente y sin causa válida el derecho a optar conferido por la ley 1181.


La ley no pretendió excluir del régimen solamente a los abogados que se graduaron antes de diciembre de 2003, sino a todos los recién recibidos, que aún cuando se recibiesen después de la sanción de la norma, ejercieran la opción antes mencionada en el plazo indicado. 


Por todo lo expuesto,  nuestro Colegio entiende que la reglamentación dictada por CASSABA incurre en ilegítima contradicción con el texto de la ley 1181, causando graves perjuicios a los profesionales del derecho de esta ciudad.


Sin más, lo saludo atentamente.


Roberto Durrieu


Presidente

